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SESIÓN EXTRAORDINARIA No. 021-2024

Acta de sesión extraordinaria, celebrada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, de manera presencial, a las doce horas del treinta de abril del dos mil veinticuatro.

QUORUM:

Presidente
Doctor Juan Carlos Segura Solís
Representación del Patrono
Vicepresidente
Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Representación del Patrono
Secretario
Licenciado Parris Quesada Madrigal
Representación del Patrono
Tesorero
Máster Mauricio Villalta Fallas
Representación del Colectivo Judicial
Director 1
Licenciado Arnoldo Hernández Solano
Representación del Colectivo Judicial
Director 2
Máster William Soto Solano
Representación del Colectivo Judicial

INVITADOS:

También participan en la sesión, el máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina, ambos, de la Dirección de la JUNAFO. Así como los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos de la JUNAFO.

AUSENCIAS JUSTIFICADAS:

No hay. 

AUSENCIAS INJUSTIFICADAS:

No hay.
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Documento N° 1010-2023 / 258-2024

En sesión N° 38-2023 del 19 de setiembre de 2023, artículo XII, en lo concerniente, se aprobó el “Anteproyecto de Reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial” y, se dispuso a realizar un taller con las diferentes Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial que cuenten con la personería jurídica emitida por el Ministerio de Trabajo, a fin de discutir el anteproyecto de reforma. 

Posteriormente, en sesión N° 042-2023 del 10 de octubre de 2023, artículo III, se realizó una atenta invitación a las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial que estuviesen debidamente inscritos y al día en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al taller en el cual se analizarían las propuestas de esta Junta Administradora, para el ajuste al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Dicha actividad se llevó a cabo el día 10 de noviembre de 2023.

Asimismo, en sesión N° 006-2024 del 06 de febrero de 2024, artículo XVI, se extendió una vehemente invitación a las Organizaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial, a participar en el Segundo Taller para el análisis del “Anteproyecto de Reforma al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial”, el cual se llevó a cabo el 01 de marzo de 2024.

Luego, en sesión N° 012-2024 del 05 de marzo del 2024, artículo XVII, se tomó nota de la solicitud presentada por el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de este órgano colegiado y de las manifestaciones realizadas por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, relacionadas con el segundo taller realizado para la revisión de la citada reforma.

Posteriormente, en sesión N° 013-2024 del 19 de marzo de 2024, artículo XXVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“(…)

Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta por unanimidad dispone: 1.) Tener por recibida la documentación remitida por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, relacionada al Segundo Taller realizado por la JUNAFO con los representantes de las organizaciones gremiales, para la revisión del Anteproyecto de Reforma al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual se llevó a cabo el 01 de marzo del 2024. 2.) Trasladar a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, a fin de que confeccione y remita la versión final de la propuesta de Reforma al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la JUNAFO para lo que corresponda. 4.) Declarar este acuerdo de carácter privado. Se procede con la votación y se declara acuerdo firme. Comuníquese”.
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Aunado a lo anterior, el licenciado Diego Mora Araya, asesor jurídico interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, mediante correo electrónico del 05 de abril de 2024, remitió el “Anteproyecto de Reforma al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el que fueron analizadas las observaciones y recomendaciones de las organizaciones gremiales durante el segundo taller, para análisis y pronunciamiento de los miembros de la Junta, antes de tener el borrador oficial que será remitido a la Corte Plena.
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Manifestaciones:

El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, dice: “El artículo único de esta sesión es, la referencia por parte de la asesoría jurídica de la JUNAFO, donde nos remiten el “Anteproyecto de la Reforma del Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a fin de que este órgano colegiado valore las observaciones realizadas por los presentantes de las Organizaciones Gremiales y se pronuncian sobre la aceptación o rechazo de las mismas, para la confección de la versión final de dicho anteproyecto y su posterior remisión a la Corte Plena”.

El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la JUNAFO, explica: “Muy buenas tardes, señores integrantes, creo que es importante hacer un pequeño resumen del proceso que se ha llevado a cabo con esta propuesta de reforma.

Hay que recordar que esta propuesta de reforma nace desde el año pasado, de mayo del 23, donde justamente se hace un esfuerzo, un trabajo de análisis y una propuesta de primer borrador por parte de la presidencia de este cuerpo colegiado y el acompañamiento de la asesoría jurídica de la JUNAFO, esto con el objetivo de enmendar algunas situaciones que la Ley Orgánica del Poder Judicial en este momento posee, dentro de los principales aspectos que se modifican, es importante destacar el tema de la cobertura ante de las personas que mueren en el ejercicio de sus funciones y el hecho de la posibilidad de otorgar créditos a la población judicial.

El hecho de poder ser más equitativos y corregir ciertas frases y palabras dándole un enfoque distinto y un poco más orientado al tema de género y demás.

Y recordar también que a lo largo de este proceso se han realizado dos actividades de integración de sensibilización con los Gremios del Poder Judicial debidamente inscritos y que están debidamente conformados, eso es importante destacarlo, la primera sesión se dio en el mes de noviembre de 2023, la segunda en el mes de marzo del 2024.

Este documento ha sido analizado y tamizado en parte de este órgano colegiado y se somete a conocimiento de Corte Plena, en calidad de máximo jerarca, para su valoración y análisis previo a la remisión de la Asamblea Legislativa.

También es significativo indicar que esta propuesta de reforma procura, no solamente tener un poco más de beneficio a la (inaudible) del régimen, sino también ser más sociable y equitativo con los tratamientos que se le brindan a la población afiliada. Eso sería nuestra parte”.

El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, dice: “El análisis de las observaciones”.

El máster Mora Valdez, continúa: “Perfecto. Creo que también es importante recordar que en la sesión del día de hoy que inicia a las 12 mediodía, previamente a esta sesión, se realizó un tamizaje y un análisis por parte de este cuerpo colegiado, indicando o atendiendo más bien las últimas observaciones remitidas por los Gremios del Poder Judicial y armonizando las mismas con la propuesta de proyecto que hoy se estaría acogiendo o entregando para la remisión”.
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Posterior a que esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, valorara las propuestas de modificación presentadas por las Asociaciones Gremiales del Poder Judicial y se incorporaran las que se estimaron oportunas para la mejora de nuestro Fondo, aunado a las valoraciones ya realizadas por los integrantes de este órgano, como propuesta final de reforma, se presentan las que se encuentran en el siguiente cuadro comparativo:

	Artículo actual de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial
	Propuesta de reforma
de la JUNAFO

	Artículo 224- Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)
	Artículo 224- Las personas servidoras judiciales activas que, al momento de solicitar la jubilación, cuenten con al menos veinte años de servicio en el Poder Judicial, podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

	Artículo 224 bis- Los servidores con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente forma:
a) Si el retiro se produjera al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad del servidor:
1) Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres al menos sesenta y dos años.
2) El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido en el artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad del servidor y el producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta operación constituirá el monto de la jubilación anticipada.
b) Si el retiro se produjera al cumplir el servidor sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.
(Así adicionado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)
	Artículo 224 bis- Las personas servidoras activas que, al momento de solicitar la jubilación, cuenten con al menos veinte años de servicio en el Poder Judicial, podrán acogerse a una jubilación anticipada si no se cumpliera con la edad o el número de años de servicio, citado en el artículo anterior. Esta se calculará de la siguiente forma:
a) Si el retiro se produjera al cumplir treinta y cinco o más años de servicio, pero sin haber cumplido los sesenta y cinco años de edad, la jubilación se calculará en proporción a la edad de la persona servidora:
1) Las mujeres deben haber cumplido al menos sesenta años y los hombres al menos sesenta y dos años.
2) El cálculo se hará multiplicando la pensión obtenida según lo establecido en el artículo 224 para el cálculo de la jubilación ordinaria, por la edad de la persona servidora y el producto se dividirá entre sesenta y cinco; el resultado de esta operación constituirá el monto de la jubilación anticipada.
3) Las personas servidoras judiciales activas podrán anticipar su edad de jubilación utilizando los recursos acumulados en su cuenta del Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias u otras fuentes de financiamiento, siempre que se cumpla con el requisito de 35 años de servicio y haber cumplido al menos 57 años de edad, de conformidad con el Reglamento que dicte la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
b) Si el retiro se produjera al cumplir la persona servidora sesenta y cinco o más años de edad, pero antes de cumplir treinta y cinco años de servicio, la jubilación se acordará en proporción a los años laborados, siempre que el número de años servidos no sea inferior a veinte. Para fijarla, se multiplicará el monto de la jubilación ordinaria, indicado en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco; el resultado será el monto de la jubilación anticipada.


	Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018).

	Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo o la estructura salarial más baja vigente pagada en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base más bajo o a la estructura salarial más baja vigente pagada en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).
A estos efectos, se autoriza a la Junta Administradora para aplicar un mínimo del 50% y un máximo del 100% del IPC, previo análisis de la solvencia actuarial del Fondo.


	Artículo 226- Para el cómputo del tiempo laborado no será necesario que los funcionarios hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de Igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años.
Se reconocerá, únicamente, el tiempo servido y cotizado en las dependencias o las Instituciones públicas estatales. En ningún caso, podrá computarse el tiempo servido en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa.
Si la prestación del servicio, por parte del funcionarlo, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario.
Será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por el trabajador. Al valorar la prueba se tomará en consideración el principio in dubio pro fondo.
Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.
En el caso de que lo cotizado por el interesado, el patrono y el Estado no alcanzara el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018).
	Artículo 226- Para el cómputo del tiempo laborado no será necesario que las personas servidoras hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo la persona servidora haber laborado para el Poder Judicial al menos veinte años. 
En ningún caso los permisos sin goce de salario rompen la relación laboral. Si la persona servidora judicial reconoció tiempo servido en otras instituciones para efectos jubilatorios, este tiempo no podrá ser considerado como parte de los 20 años laborados en el Poder Judicial establecido como requisito, pero si dentro de los 35 años que establecen los artículos 224 y 224 bis de esta ley.
Se reconocerá para efectos jubilatorios, únicamente el tiempo servido y cotizado en las dependencias o las instituciones públicas estatales. En ningún caso podrá computarse el tiempo servido en las instituciones de derecho público no estatales de base corporativa.
Cuando a una persona servidora judicial, se le reconozca tiempo servido para efectos jubilatorios en otra institución conforme al párrafo anterior, para una eventual mejora de las condiciones jubilatorias, se le deducirá de su salario bruto el 10% mensual hasta la cancelación total. En el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la totalidad de la suma determinada en el estudio respectivo, caso contrario, se computará el tiempo proporcional al monto efectivamente cancelado. 
Si una persona jubilada judicial, desea solicitar el reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios y en caso de aceptar la estimación y suma respectiva, deberá cancelar en un solo tracto el monto que refleje el estudio efectuado, mismo que se hará conforme a las reglas establecidas en la presente ley.
Si la prestación del servicio, por parte de la persona funcionaria, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario.
Será admisible todo medio de prueba pertinente y necesaria, para comprobar el tiempo servido por la persona trabajadora. Al valorar la prueba se tomará en consideración el principio in dubio pro fondo.
Si la persona interesada había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.
En el caso de que lo cotizado por la persona interesada, el patrono y el Estado no cubra el monto que corresponde al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la persona interesada deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, la persona interesada deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.

	Artículo 227- El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente. Dicha jubilación se calculará de la siguiente manera:
a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), según se estableció en el artículo 224.
b) El resultado obtenido en el punto a) se multiplica por el tiempo servido a un máximo de treinta y cinco años y se divide entre treinta y cinco. El resultado será el monto del beneficio.
Los montos de las pensiones por invalidez observarán los topes establecidos en el artículo 225.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)

	Artículo 227- La persona servidora judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separada de su puesto con una jubilación permanente. Dicha jubilación se calculará de la siguiente manera:
a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios brutos mensuales devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), según se estableció en el artículo 224.
b) El resultado obtenido en el punto a) se multiplica por el tiempo servido a un máximo de treinta y cinco años y se divide entre treinta y cinco. El resultado será el monto del beneficio.
Los montos de las jubilaciones por invalidez observarán los topes establecidos en el artículo 225.


	Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:
a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.
b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.
c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.
Tienen derecho a pensión por orfandad:
1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:
1.1) Solteros menores de edad.
1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.
1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.
En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)

	Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia, en el entendido de que la persona causante haya estado activa al momento del deceso y haya pertenecido al régimen durante al menos 10 años:
a) El o la cónyuge sobreviviente de la persona servidora o jubilada fallecida, independientemente de su sexo, que dependa económicamente de la persona causante, al momento del fallecimiento.
b) El compañero o compañera económicamente dependiente al momento del fallecimiento de la persona jubilada, independientemente de su sexo, que haya convivido por lo menos dos años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme al Código de Familia. La convivencia debe ser notoria, pública y estable, condición que debe ser demostrada mediante medios idóneos.
c) El o la cónyuge divorciada o separada judicialmente o de hecho o excompañero o excompañera, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que dependía económicamente de la persona causante.
La comprobación de la dependencia económica se hará conforme la calificación y comprobación de los hechos, según sea establecido en el procedimiento que estime la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por los medios probatorios pertinentes, los cuales se incorporarán en el Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Tienen derecho a pensión por orfandad, en el entendido de que la persona causante haya estado activa al momento del deceso y haya pertenecido al régimen durante al menos 10 años:
1) Los hijos e hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante, dependían económicamente de esta, de acuerdo con las siguientes reglas:
1.1) Personas solteras menores de edad.
1.2) Personas mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora que les permita una preparación técnica o académica que facilite su subsistencia. Para ello, deben obtener buenos rendimientos en los estudios matriculados, por lo que la persona interesada deberá suministrar a la Junta Administradora, documentación idónea en donde aporte las calificaciones que demuestren haber aprobado el o los cursos matriculados.
1.3) Personas mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante, hayan sido declaradas discapacitadas e incapaces para ejercer labores remuneradas por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o la institución que esta designe.
En ausencia de derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, siempre y cuando la persona causante haya estado activa al momento del deceso y haya pertenecido al régimen durante al menos 10 años, tendrán derecho a la pensión los padres, si al momento de fallecer la persona causante dependían económicamente de esta.
En caso de conflictos jurisdiccionales entre posibles beneficiarios que se encuentren en trámite, la Junta Administradora otorgará el beneficio a quién demuestre tener mejor derecho al momento de la solicitud, sin perjuicio de que, el acuerdo en que se adjudicó el beneficio sea modificado posteriormente al conocerse el resultado de la resolución judicial que resuelva en forma definitiva el proceso jurisdiccional que se encontraba pendiente.

	Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante. En caso de muerte de un servidor activo, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido el fallecido de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que le hubiera correspondido al causante.
Las proporciones para los beneficios por viudez, unión de hecho, orfandad y ascendencia serán las que se estipulen en el reglamento del Régimen.
Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos.
Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de los demás beneficiarios que se mantienen vigentes, a solicitud de ellos y siempre y cuando los requieran, previo estudio de trabajo social y aprobación de la Junta Administrativa del Fondo.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)
(Nota de Sinalevi: Mediante resolución de la Sala Constitucional N° 11957-2021 del 25 de mayo de 2021, se declara inconstitucional el requisito de los 20 años de servicio exigido para efectos de obtener la pensión por sobrevivencia que se deriva del artículo 229 de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018, en cuyo caso se mantiene vigente el requisito de 10 años para adquirir ese derecho, según el artículo 230 de la Ley 7333 de 5 de mayo de 1993 en la versión anterior a la reforma.)
	Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de jubilación que recibía la persona jubilada al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al sesenta y cinco por ciento (65%) de lo que correspondía a la persona causante. En caso de muerte de una persona servidora activa, la cuantía de la pensión por viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que hubiera recibido la persona fallecida de acuerdo con el cumplimiento de requisitos en el momento de la contingencia, y en su conjunto este monto no será mayor al sesenta y cinco por ciento (65%) de lo que le hubiera correspondido a la persona causante.
Las proporciones para los beneficios por viudez, unión de hecho, orfandad y ascendencia serán las que se estipulen en el reglamento del Régimen. En los casos de viudez y/o unión de hecho, se tomará en consideración la edad del cónyuge sobreviviente al momento de la muerte de la persona causante, para efecto de otorgar el porcentaje correspondiente, de conformidad con lo que se establezca por parte de la Junta Administradora en el Reglamento General del Régimen.
Si la persona funcionaria fallece antes de cumplir 10 años de tiempo servido en el Poder Judicial, pero su muerte se produce a causa del ejercicio de sus funciones, con un tiempo mínimo servido en el Poder Judicial de 12 meses ininterrumpidos, las personas beneficiarias tendrán derecho a una pensión temporal y proporcional, conforme se establezca en el reglamento general del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El cálculo para la proporcionalidad de pensión señalada en el párrafo anterior se hará multiplicando el monto de la jubilación ordinaria, indicada en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta y cinco. El monto de la pensión proporcional no será inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo o la estructura salarial más baja, pagada en el Poder Judicial.
Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte de la persona beneficiaria, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos e hijas.
Las asignaciones que caduquen acrecerán proporcionalmente las de las demás personas beneficiarias que se mantienen vigentes, a solicitud de ellas, siempre y cuando lo requieran, previo estudio de Trabajo Social y aprobación de la Junta Administradora del Fondo.

	Artículo 230- Cuando la Junta Administradora del Fondo tenga evidencia de que, con fines de defraudación al Fondo, una persona jubilada o pensionada realiza acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que a su fallecimiento le suceda en el beneficio, realizará la investigación correspondiente con las garantías del debido proceso y con base en ella podrá denegar o suspender el beneficio sin más trámite.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018).
	Artículo 230- Cuando la Junta Administradora del Fondo tenga evidencia de que, con fines de defraudación al Fondo, una persona jubilada o pensionada realiza acciones tendentes a trasladar su derecho a otra persona, con la pretensión de que, a su fallecimiento le suceda en el beneficio, realizará la investigación correspondiente con las garantías del debido proceso y con base en ella podrá denegar o suspender el beneficio sin más trámite.


	Artículo 231- Excepto por pensión alimentaria, no son susceptibles de embargo, ni de venta, cesión o cualquier otra forma de traspaso, las jubilaciones y las pensiones, ni el Fondo establecido para cubrirlas.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)
	Artículo 231- Excepto por pensión alimentaria, no son susceptibles de embargo, ni de venta, cesión o cualquier otra forma de traspaso, las jubilaciones y las pensiones, ni el Fondo establecido para cubrirlas.

	Artículo 232- De presentarse algún error en el giro de las jubilaciones y las pensiones, la Administración del Fondo queda autorizada para rebajar en tractos proporcionales, no menores al diez por ciento (10%) del monto de la jubilación o pensión, la suma girada de más, previa audiencia al interesado.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril d 2018)

	Artículo 232- De presentarse algún error en el giro de las jubilaciones y las pensiones, la Administración del Fondo queda autorizada para rebajar en tractos proporcionales, no menores al diez por ciento (10%) ni superior al 20% del monto de la jubilación o pensión, la suma girada de más, previo procedimiento administrativo, con la salvedad de que la persona interesada, de así solicitarlo, pueda proponer el rebajo de un porcentaje superior o cancelar en un solo tracto el monto adeudado.


	Artículo 233- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades.
Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.
Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró inválido.
Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló.
Todo jubilado que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su pensión por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la pensión con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, el exjubilado tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018).
	Artículo 233- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades.
Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior.
 Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella por la cual se le declaró persona con invalidez. 
 Cuando una persona jubilada por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Asimismo, la persona jubilada estará en la obligación de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del Poder Judicial de reinstalarla en el puesto en que se jubiló.
Toda persona jubilada que reingrese al servicio del Poder Judicial dejará de percibir su jubilación por el tiempo que se mantenga la relación laboral con el Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por terminada antes de cumplir un año ininterrumpido, se reactivará la jubilación con el mismo monto con que fue suspendida, más los ajustes por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), que hayan sido otorgados durante los meses que reingresó al servicio del Poder Judicial. Si la relación laboral se diera por más de un año ininterrumpido, la persona exjubilada tendrá derecho a la revisión de su jubilación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 224 de esta ley.

	
	Artículo 233 bis- Se suspenderá el beneficio de pensión por orfandad en los siguientes casos:
a) Cuando la persona beneficiaria de una pensión por orfandad, al cumplir los 18 años y hasta los 25 años de edad, no acredite estar cursando estudios en los centros educativos, señalados en el artículo 228 inciso 1.2) de esta ley, se le suspenderá de forma inmediata el beneficio.
b) En los casos en donde se otorgó una pensión por orfandad a una persona que tenga entre 18 años y 25 años, para que estudie en un centro educativo de conformidad con el artículo 228 inciso 1.2) y se demuestre que dejó de estudiar o en su defecto obtuvo resultados académicos negativos, se le suspenderá de forma inmediata el beneficio, pudiendo ser reactivado cuando demuestre que tiene resultados académicos positivos.
c) Cuando la persona adquiera los 25 años de edad, independientemente de que esté cursando estudios, se le suspenderá de forma inmediata el beneficio, salvo que se trate de una persona que padezca de una discapacidad declarada por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o la institución que esta designe.
En los casos anteriores, de haberse girado sumas pagadas de más, se procederá con el procedimiento administrativo para recuperar los montos adeudados junto con los intereses, daños y perjuicios, con la posibilidad de realizar el respectivo arreglo de pago.
Se extinguirá una pensión por sobrevivencia cuando la persona beneficiaria fallezca.
Cuando se demuestre que la persona beneficiaria de un derecho de pensión por orfandad o por sobrevivencia, proporcionó datos o documentos falsos a la hora de solicitar el beneficio a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, respetando el debido proceso, se le suspenderá de forma inmediata el pago. Si se llegara a demostrar la falsedad, se realizará el procedimiento administrativo y/o se acudirá a la vía judicial correspondiente, con la finalidad de recuperar los montos cancelados injustificadamente, más los intereses, daños y perjuicios.

	Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión.
La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.
En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.
	Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión, en el entendido que lo único que se trasladará es el monto de las cuotas a valor presente de conformidad con el IPC, no así algún tipo de interés o rendimiento sobre dichas sumas, debido a que se está en un régimen de capitalización colectiva y dichos beneficios no se encuentran individualizados.
La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente.
En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.

	Artículo 235- Con las cotizaciones de los servidores judiciales, el Estado y el Poder Judicial, la Junta conformará un Fondo, el cual se incrementará con los réditos producidos por sus inversiones. Ese Fondo debe mantenerse separado física y contablemente, y es independiente del patrimonio de la Junta Administrativa y del patrimonio del Poder Judicial.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018).
	Artículo 235- Con las cotizaciones de las personas servidoras judiciales, el Estado y el Poder Judicial, la Junta conformará un Fondo, el cual se incrementará con los réditos producidos por sus inversiones. Ese Fondo debe mantenerse separado física y contablemente, y es independiente del patrimonio de la Junta Administradora y del patrimonio del Poder Judicial.

	Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados
Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla:
a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.
(Así reformado el inciso anterior por el artículo 7° de la Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria, N° 9796 del 5 de diciembre de 2019)
b) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso.
c) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso.
d) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso.
e) Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un cincuenta y cinco por ciento (55%) (*).
En ningún caso, la suma de la contribución especial, solidaria y redistributiva y la totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y jubilados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) (*) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda al beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%) (*) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) (*) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión.
Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y redistributiva, establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	Artículo 236 bis- Contribución especial, solidaria y redistributiva de las personas pensionadas y jubiladas.
Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, las personas pensionadas y las jubiladas, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla:
a) Sobre el exceso del monto equivalente a seis (6) salarios base más bajo o a la estructura salarial más baja vigente pagada en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.
b) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso.
c) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso.
d) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso.
e) Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un cincuenta por ciento (50%).
En ningún caso, la suma de la contribución especial, solidaria y redistributiva y la totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todas las personas pensionadas y jubiladas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta por ciento (50%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda a la persona beneficiaria. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta por ciento (50%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta por ciento (50%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión.
Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y redistributiva, establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

	Artículo 237- Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).
	Artículo 237- Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).

	Artículo 238- Estarán exentos de los impuestos referidos en el artículo 18 y en el inciso c) del artículo 23 de la Ley N.º 7092, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 21 de abril de 1988, y sus reformas, los intereses, los dividendos, las ganancias de capital y cualquier otro beneficio que produzcan los valores en moneda nacional o en moneda extranjera en que se inviertan los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	Artículo 238- Estarán exentos de los impuestos referidos en el artículo 18 y en el inciso c) del artículo 23 de la Ley N.º 7092, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 21 de abril de 1988, y sus reformas, los intereses, los dividendos, las ganancias de capital y cualquier otro beneficio que produzcan los valores en moneda nacional o en moneda extranjera en que se inviertan los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y los recursos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

	Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.
Le corresponde a la Junta:
a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.
d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados inválidos.
e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.
(Nota de Sinalevi: El párrafo tercero que constaba en este numeral fue anulado por resolución de la Sala Constitucional N° 11957-2021 del 25 de mayo de 2021. Dicho párrafo indicaba lo siguiente: “Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del Régimen.”)
La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018)
	Artículo 239- Se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial con desconcentración máxima, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley, contando con el apoyo por parte del Poder Judicial en la dotación de recursos necesarios para el perfecto funcionamiento del órgano.
Le corresponde a la Junta:
a) Administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de los Empleados y Empleadas del Poder Judicial.
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.
d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de personas jubiladas por invalidez.
e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.
La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores y las servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de las personas integrantes de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en los artículos N° 236 y N° 237 de esta ley

	Artículo 240- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres miembros designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos. Cada integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituyan en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular.
Quienes integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectos, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial.
En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, debiendo alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside tendrá voto calificado en caso de empate.
Los miembros de la Junta Administradora no devengarán ninguna dieta, pero sí contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones. Para ser miembro de la Junta se deberá cumplir con los siguientes requisitos, los cuales deberán ser documentados y demostrados ante la Superintendencia de Pensiones (Supén):
a) Contar con título universitario en carreras afines a la administración de un fondo de pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando así corresponda.
b) Ser de reconocida y probada honorabilidad.
c) Contar con conocimientos y al menos cinco años de experiencia en actividades profesionales o gerenciales relevantes para la administración de un fondo de pensiones, de manera que todos los miembros de este órgano posean habilidades, competencias y conocimientos que les permitan realizar el análisis de los riesgos que afectan a la Junta y al Fondo.
No podrán ser miembros de la Junta:
1) Las personas contra quienes en los últimos diez años haya recaído sentencia judicial penal condenatoria por la comisión de un delito doloso.
2) Las personas que en los últimos diez años hayan sido inhabilitadas para ejercer un cargo de administración o dirección en la Administración Pública o en las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Seguros (Sugese), la Superintendencia de Valores (Sugeval) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).
La Integración del órgano deberá garantizar la representación paritaria de ambos sexos, asegurando que la diferencia entre el total de hombres y mujeres no sea superior a uno.

	Artículo 240- Composición de la Junta Administradora
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estará conformada por tres personas integrantes titulares y tres suplentes, con perspectiva de género en ambos casos, cuando las condiciones así lo permitan, que serán electas por el colectivo judicial de la siguiente manera:
a) Una persona representante titular asociada y una persona representante suplente asociada (activas, jubiladas judiciales y administrativas de la organización) de las Asociaciones Sindicales del Poder Judicial que promuevan la mejora de las condiciones laborales, económicas y sociales del personal judicial.
b) Una persona representante titular asociada y una persona representante suplente asociada (activas, jubiladas judiciales y administrativas de la organización) de la Asociación Solidarista del Poder Judicial que promuevan la mejora de las condiciones laborales, económicas y sociales del personal judicial.
c) Una persona representante titular asociada y una persona representante suplente asociada (activas, jubiladas judiciales y administrativas de la organización) de las Asociaciones Cooperativas del Poder Judicial y de otras Asociaciones u organizaciones gremiales del Poder Judicial que promuevan la mejora de las condiciones laborales, económicas y sociales del personal judicial.
d) Cualquier persona activa o jubilada del Poder Judicial no agremiada, podrá postularse de manera individual cumpliendo con los requisitos de ley.
Cada organización gremial contemplada en los incisos a), b) y c) anteriores, podrán presentar a sus candidatos o candidatas para los puestos de titulares o suplentes en el momento que se realice la elección por parte del colectivo judicial, siempre y cuando las personas propuestas cumplan con todos los requisitos que determine la Superintendencia de Pensiones (SUPEN); de no lograrse la composición requerida en los incisos a), b) y c) anteriores, se tomarán en conjunto a todas las personas candidatas (activas judiciales, jubiladas judiciales y administrativos de las organizaciones) idóneas de las diferentes organizaciones gremiales del Poder Judicial que cumplan con la totalidad de los requisitos establecidos por la SUPEN, con el fin de conformar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Asimismo, la Junta Administradora será conformada por tres integrantes titulares designados por la Corte Plena, con perspectiva de género en ambos casos cuando las condiciones así lo permitan. Cada persona integrante titular tendrá una suplente para que le sustituyan en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular.
Las personas que integran la Junta durarán en sus cargos cinco años, luego de los cuales podrán ser reelectas, todo conforme con la reglamentación que al efecto habrá de dictarse por la Corte Plena, previa audiencia conferida a las organizaciones gremiales del Poder Judicial.
En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, pudiendo alternarse cada año entre las personas representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena.
Cuando no haya voluntad acerca del nombramiento de la persona representante del sector correspondiente que se deba de asignar, el órgano podrá nombrar al candidato o candidata que obtenga mayor número de votos, con independencia del sector al cual representa, incluso se podrá reelegir a quien haya ejercido la presidencia en el último periodo. Además, se designará al vicepresidente o vicepresidenta, quien le sustituirá en caso de ausencia. La persona que preside tendrá voto de calidad en caso de empate.
A quien haya sido designado como presidente o presidenta de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y ocupe algún cargo dentro del Poder Judicial, se le suspenderá en el ejercicio de este último, pero manteniendo el salario que recibe como persona servidora judicial; conservando el derecho de reintegrarse a ese puesto, con el salario que corresponda a tal cargo, una vez que terminen sus funciones en la presidencia. Todo ello, siempre que no hubiere vencido el período para el que se le nombró en ese otro puesto o no hubiere se le hubiere reelegido en él, o que no se le hubiere despedido. 
Las personas integrantes de la Junta Administradora devengarán dietas por cada sesión a la que asistan, las cuales no tendrán retención alguna. Las personas servidoras activas contarán con el permiso necesario para participar en las sesiones.
Cada miembro devengará una dieta por sesión equivalente al 45% del salario global más bajo pagado en el Poder Judicial, las que se pagarán hasta un máximo de 6 sesiones al mes, sobre ese máximo no se devengará suma alguna.

Para ser miembro de la Junta se deberá cumplir con los siguientes requisitos, los cuales deberán ser documentados y demostrados ante la Superintendencia de Pensiones (Supén):
a) Contar con título universitario en carreras afines a la administración de un fondo de pensiones y estar incorporado al colegio profesional respectivo, cuando así corresponda.
b) Ser de reconocida y probada honorabilidad.
c) Contar con conocimientos y al menos cinco años de experiencia en actividades profesionales o gerenciales relevantes para la administración de un fondo de pensiones, de manera que todos los miembros de este órgano posean habilidades, competencias y conocimientos que les permitan realizar el análisis de los riesgos que afectan a la Junta y al Fondo.

No podrán ser miembros de la Junta:
1) Las personas contra quienes en los últimos diez años haya recaído sentencia judicial penal condenatoria por la comisión de un delito doloso.
2) Las personas que en los últimos diez años hayan sido inhabilitadas para ejercer un cargo de administración o dirección en la Administración Pública o en las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), la Superintendencia General de Seguros (Sugese), la Superintendencia de Valores (SUGEVAL) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).
La Integración del órgano procurará la representación paritaria de género, con el fin de garantizar la calidad democrática nacional.
La Corte Plena y la Junta de Pensiones del Poder Judicial incluirá en todo el procedimiento de elección incluirá mecanismos eficaces que promuevan y aseguren la participación efectiva de la mujer en los diversos concursos. Igual medida se aplicará en la integración de los comités.

	Artículo 240 bis- La Junta Administradora, bajo su responsabilidad, invertirá los recursos acumulados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad.
Dicha Junta está autorizada para colocar los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las siguientes posibilidades de inversión:
a) Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), lo anterior para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para sus asociados, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, conforme a la reglamentación que se emita al efecto.
b) Al menos un treinta por ciento (30%) del Fondo, en títulos emitidos por el sector público.
c) En instrumentos financieros emitidos por fideicomisos:
1) Con entidades financieras, públicas o privadas, para colocar recursos destinados a préstamos personales de microempresas y vivienda.
2) Con entidades financieras, públicas o privadas, para la participación en el desarrollo de proyectos productivos y de infraestructura de interés nacional o social.
d) Valores de oferta pública inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, o en valores emitidos por las entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef).
La Junta Administradora deberá realizar, anualmente, un estudio de su cartera crediticia según los parámetros de la Sugef, el cual deberá ser aprobado por la Junta Directiva y enviado a la Supen, para las labores de supervisión y regulación respectivas.

	Artículo 240 bis-La Junta Administradora está autorizada para colocar los recursos del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las siguientes posibilidades de inversión:
a.- Préstamos personales, de vivienda y de carácter social para las personas cotizantes a este régimen básico hasta por un máximo del veinte por ciento (20%) de la totalidad de los activos administrados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Los préstamos, en el caso de las personas afiliadas activas deberán cobrarse por deducción salarial; para personas jubiladas o pensionadas se deducirá mensualmente de los montos del beneficio económico que perciben; las amortizaciones, los intereses y otros cargos, teniendo para todos estos casos dichas deducciones prioridad sobre cualquier otras que se apliquen a las personas afiliados a este régimen básico, después de las deducciones de Ley. La Junta Administradora tendrá acceso al Centro de Información Crediticia (CIC) administrado por la Superintendencia de Entidades Financieras (SUGEF) debiendo, por lo tanto, entregar la información crediticia de sus afiliados y afiliadas. Las condiciones, características, garantías y demás elementos asociados a estos créditos, estarán supeditados a las disposiciones que la Junta Administradora defina en el reglamento de crédito que al respecto será emitido.
b.- Hasta un veinte por ciento (20%) de la totalidad de los activos administrados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en operaciones de crédito de vivienda y/o de carácter social para sus asociados y asociadas, por intermedio de instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras, jubiladas o pensionadas del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y demuestren aplicar la metodología y normativa de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), según el reglamento que al efecto debe dictarse. Adicionalmente dentro de este límite, se podrán financiar proyectos de compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, conforme a la reglamentación dictada para tal propósito y los mecanismos de endeudamiento público autorizados para este Poder de la República.
c.- Al menos un treinta por ciento (30%) del Fondo, en títulos emitidos por el sector público.
d.- En instrumentos financieros emitidos por fideicomisos:
1.- Con entidades financieras, públicas o privadas, para colocar recursos destinados a préstamos personales de microempresas y vivienda.
2.- Con entidades financieras, públicas o privadas, para la participación en el desarrollo de proyectos productivos y de infraestructura de interés nacional o social.
e.-Valores de oferta pública inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, o en valores emitidos por las entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF).
A estos efectos, la Junta Administradora definirá la figura jurídica que conviene implementar para atender este tipo de crédito, siempre velando por los intereses del Fondo.
La Junta Administradora deberá realizar, anualmente, un estudio de su cartera crediticia según los parámetros de la SUGEF, el cual deberá ser aprobado por la Junta Directiva y enviado a la SUPEN, para las labores de supervisión y regulación respectivas.

	Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administradora y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 174 y 175 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997.
	Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administradora y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPÉN) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 174 y 175 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997.

	Artículo 242- La Junta Administradora emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (Supén), y contemplará necesariamente lo siguiente:
a) El perfil de requisitos y beneficios que otorga el régimen.
b) Los períodos de espera o calificación para cada una de las contingencias, separadamente.
c) El procedimiento administrativo para tramitar las solicitudes de los interesados, el cual deberá sujetarse a lo dispuesto en la Ley N.º 6227, Ley General de la Administración Pública, de 2 de mayo de 1978, para el procedimiento sumario.
d) Las reglas sobre la inversión de los recursos del Fondo, las cuales deben garantizar las mejores condiciones de rentabilidad y seguridad.
e) El cobro de la comisión por gastos administrativos se ajustará a criterios de progresividad, proporcionalidad y gradualidad al monto del salario, jubilación o pensión devengada. Para la fijación de este cobro, la Junta deberá elaborar un estudio de las necesidades, la proyección de los gastos y las normas de ejecución del presupuesto, con el fin de que se ajuste a medidas de austeridad y control en el gasto.
f) Todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) como la Superintendencia de Pensiones (Supén), y la prudencia y responsabilidad administrativas.
	Artículo 242- La Junta Administradora emitirá un reglamento general del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el cual deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (Supén), y contemplará necesariamente lo siguiente:
a) El perfil de requisitos y beneficios que otorga el régimen.
b) Los períodos de espera o calificación para cada una de las contingencias, separadamente.
c) El procedimiento administrativo para tramitar las solicitudes de las personas interesadas, el cual deberá sujetarse a lo dispuesto en la Ley N.º 6227, Ley General de la Administración Pública, de 2 de mayo de 1978, para el procedimiento sumario.
d) Las reglas sobre la inversión de los recursos del Fondo, las cuales deben garantizar las mejores condiciones de rentabilidad y seguridad.
e) El cobro de la comisión por gastos administrativos se ajustará a criterios de progresividad, proporcionalidad y gradualidad al monto del salario, jubilación o pensión devengada. Para la fijación de este cobro, la Junta deberá elaborar un estudio de las necesidades, la proyección de los gastos y las normas de ejecución del presupuesto, con el fin de que se ajuste a medidas de austeridad y control en el gasto.
f) Todos los otros elementos que se consideren necesarios para la correcta administración del Fondo, la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) como la Superintendencia de Pensiones (Supén), y la prudencia y responsabilidad administrativas.



- 0- 
Se acuerda:	Una vez vistas las observaciones realizadas por los gremios y habiendo analizado las mismas por parte de este órgano, esta Junta dispone: Remitir la propuesta de “Anteproyecto de la Reforma Legal al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial” para el conocimiento y análisis de la Corte Plena como máximo jerarca. Con la salvedad de que una vez que se obtengan las observaciones por parte de dicho órgano, se devolverá a esta Junta para realizar el respectivo estudio actuarial que acompañe dicha propuesta de reforma a la Asamblea Legislativa para el trámite correspondiente. Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.

-o0o-

El señor presidente da por finalizada la sesión al ser las doce horas cinco minutos.



	
	

	Doctor Juan Carlos Segura Solís
Presidente Junta Administradora
	Licenciado Parris Quesada Madrigal
Secretario Junta Administradora



- Acta aprobada el 14 de mayo de 2024 -
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